El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 17 de octubre de 2017

Proceso:
Acción de Tutela – Concede
Radicación Nro.:
66001-31-03-005-2017-00084-01
Accionante: 
Javier Elías Arias Idárraga
Accionado:
Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma ciudad, a la que fueron vinculados los Juzgados Primero y Tercero de la misma especialidad y la Central Hidroeléctrica de Caldas S.A. E.S.P.
Magistrado Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 
EJECUTIVO / CONFIRMA / HECHO CONSUMADO / IMPROCEDENTE   – Encuentra el demandante la lesión de sus garantías constitucionales en las decisiones adoptadas en el proceso ejecutivo que en su contra instauró  la Central Hidroeléctrica de Caldas S.A. E.S.P., al no declarar nulidades procesales que solicitó y porque no se le notificó debidamente la existencia del proceso. En consecuencia, solicita se le devuelvan los dineros que le fueron embargados y se le designe un abogado que lo represente en ese asunto.

Las pruebas incorporadas a la actuación en el curso de la primera instancia, dan cuenta de la existencia del referido proceso y aquellas que se obtuvieron en esta sede, demuestran, entre otras cosas, que por auto del 4 de agosto de 2017 se declaró terminado por pago total de la obligación; se levantaron las medidas previas decretadas y se ordenó fraccionar un título de depósito judicial en dos cantidades, una para el demandante, con la que se cancela la obligación, y el saldo restante para el demandado, providencia frente a la que no se interpuso recurso alguno y que se encuentra debidamente ejecutoriada .

Por tanto, ya no resulta posible declarar alguna nulidad, tampoco  obtener la entrega de sumas embargadas, ni designar un abogado en amparo de pobreza para que lo represente en el proceso, pues como se ha dicho, a este se le puso fin.

Entonces, como la acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho presuntamente lesionado o amenazado, cuando ya no resulta posible impartir orden alguna con tal fin porque de haberse producido algún daño, este se materializó y no resulta factible restablecer el orden constitucional, el amparo solicitado se torna improcedente de conformidad con el Decreto 2591 de 1991, numeral 4º, artículo 6º, s
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 1º de septiembre último, en la acción de tutela que instauró el impugnante contra el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma ciudad, a la que fueron vinculados los Juzgados Primero y Tercero de la misma especialidad y la Central Hidroeléctrica de Caldas S.A. E.S.P.

A N T E C E D E N T E S 

1. Relató el accionante que en el año 2013, un apoderado o representante de la CHEC S.A. ESP, promovió en su contra proceso ejecutivo radicado al número “2013-329” que correspondió “...al juez 3 Mpal (sic) el cual nunca me notificó”; de esa acción “milagrosamente” resultó conociendo el Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira, “… y nunca decreta desistimiento tácito ni nulidad alguna pese a solicitárselo al momento de enterarme de dicha acción ejecutiva…”.  

2. Considera lesionado sus garantías procesales. Para su protección, solicita se decrete a) la nulidad del proceso ejecutivo por “desistimiento tácito”; b) la nulidad del mismo proceso “…al nunca aparente/ (sic) ser notificado, o a lo menos eso digo yo”; c) se le devuelva el dinero que se le embargó y se deje a su disposición en el juzgado tutelado y, d) se le designe abogado en amparo de pobreza para que lo represente en la misma actuación.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 18 de agosto el Juzgado Quinto Civil del Circuito de la ciudad admitió la acción de tutela y ordenó vincular al Juzgado Tercero Civil Municipal de Pereira y a la Central Hidroeléctrica de Caldas CHEC S.A. ESP, esta última por ser la entidad demandante en el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos. Posteriormente, mediante proveído del 28 de agosto último, también mandó vincular al Juzgado Primero Civil Municipal de la ciudad.
2. Solo se pronunció el representante legal de la Central Hidroeléctrica de Caldas CHEC S.A. ESP. Dijo, en resumen, que en proceso a que se refiere la solicitud de amparo no se ha producido ninguna causal de nulidad, tampoco alguna irregularidad y que el peticionario fuer emplazado y se designó un curador ad-litem para que lo representara; las solicitudes de nulidad que ha elevado le fueron resueltas, se le designó un abogado en amparo de pobreza y por auto del pasado 4 de agosto, se dio por terminado el proceso, por pago total de la obligación. Pide en consecuencia, se rechacen las pretensiones del actor.  

3. El 1º de septiembre de 2017 se dictó sentencia. En ella, el Juzgado Quinto Civil del Circuito decidió negar la tutela reclamada porque no encontró vulneración de los derechos fundamentales invocados. Explicó que al accionante se le respetaron todas las garantías procesales que la ley tiene establecidas, tanto así, que se le designó curador ad-litem para que lo representara y defendiera sus intereses; las nulidades invocadas por el actor son inexistentes y no puede a través de esta vía constitucional, dejar sin efectos las actuaciones del proceso.

4. Inconforme con el fallo, el accionante lo impugnó sin aducir las razones de su disenso.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Debería determinar la Sala si la providencia de primera instancia debe ser confirmada o si por el contrario, resulta necesario revocarla porque se lesionó algún derecho fundamental al actor que fuera menester proteger. Sin embargo, se analizará en primer lugar si se produjo una carencia actual de objeto por daño consumado.

3. La efectividad de la acción de tutela consiste en la posibilidad que tiene el juez de impartir una orden de inmediato cumplimiento para la protección del derecho fundamental conculcado, pero si el daño ya se ha consumado, el mecanismo de defensa pierde su razón de ser y en consecuencia, la orden que imparta ningún efecto podrá tener para restaurar el orden constitucional quebrantado en un caso concreto.

4. Encuentra el demandante la lesión de sus garantías constitucionales en las decisiones adoptadas en el proceso ejecutivo que en su contra instauró  la Central Hidroeléctrica de Caldas S.A. E.S.P., al no declarar nulidades procesales que solicitó y porque no se le notificó debidamente la existencia del proceso. En consecuencia, solicita se le devuelvan los dineros que le fueron embargados y se le designe un abogado que lo represente en ese asunto.
Las pruebas incorporadas a la actuación en el curso de la primera instancia, dan cuenta de la existencia del referido proceso y aquellas que se obtuvieron en esta sede, demuestran, entre otras cosas, que por auto del 4 de agosto de 2017 se declaró terminado por pago total de la obligación; se levantaron las medidas previas decretadas y se ordenó fraccionar un título de depósito judicial en dos cantidades, una para el demandante, con la que se cancela la obligación, y el saldo restante para el demandado, providencia frente a la que no se interpuso recurso alguno y que se encuentra debidamente ejecutoriada
.
Por tanto, ya no resulta posible declarar alguna nulidad, tampoco  obtener la entrega de sumas embargadas, ni designar un abogado en amparo de pobreza para que lo represente en el proceso, pues como se ha dicho, a este se le puso fin.
5. Entonces, como la acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho presuntamente lesionado o amenazado, cuando ya no resulta posible impartir orden alguna con tal fin porque de haberse producido algún daño, este se materializó y no resulta factible restablecer el orden constitucional, el amparo solicitado se torna improcedente de conformidad con el Decreto 2591 de 1991, numeral 4º, artículo 6º, según el cual, la acción de tutela no procede “cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho”.

Al respecto ha dicho en su jurisprudencia la Corte Constitucional:
“9. El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío. Lo anterior se presenta generalmente a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado. 

10. La carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo…
11. La carencia actual de objeto por daño consumado se presenta cuando la vulneración o amenaza del derecho fundamental ha producido lo que se pretendía evitar con la acción de tutela, de modo tal que ya no es posible hacer cesar la violación o impedir que se concrete el peligro y lo único que procede es el resarcimiento del daño originado en la vulneración del derecho fundamental
.
Recuérdese que la acción de tutela tiene un carácter eminentemente preventivo más no indemnizatorio, por regla general
. En otras palabras, su fin es que el juez de tutela, previa verificación de la existencia de una vulneración o amenaza de un derecho fundamental, dé una orden para que el peligro no se concrete o la violación concluya; sólo excepcionalmente se permite ordenar algún tipo de indemnización
. En este orden de ideas, en caso de que presente un daño consumado, cualquier orden judicial resultaría inocua
 o, lo que es lo mismo, caería en el vacío pues no se puede impedir que se siga presentando la violación o que acaezca la amenaza. La única opción posible es entonces la indemnización del perjuicio producido por causa de la violación del derecho fundamental, la cual, en principio, no es posible obtener mediante la mencionada vía procesal…”
. 

De esa manera las cosas, como la acción de tutela tiene por objeto la protección cierta y efectiva de los derechos constitucionales fundamentales presuntamente amenazados o vulnerados, constituyendo su razón de ser la orden que dé el juez accediendo a las peticiones del actor y en razón a que dentro de este proceso se estableció que no es posible acceder a las pretensiones del actor porque los hechos en que a su juicio se lesionaban su derechos se consumó, se negará el amparo solicitado
.

8. Por tanto, se confirmará la sentencia impugnada, aunque por las razones aquí indicadas.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 1º de septiembre, en la acción de tutela instaurada por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma ciudad, a la que fueron vinculados los Juzgados Primero y Tercero de la misma especialidad y la Central Hidroeléctrica de Caldas S.A. E.S.P., por considerarse consumado el hecho que dio origen a la acción.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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